EXPEDIENTE:
19001-33-33-008-2012-00239-01

DEMANDANTE:
FILEMÓN SALAZAR GÓMEZ Y OTROS

DEMANDADO:           NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL Y NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.

M. CONTROL:            REPARACIÓN DIRECTA.

Medio de control: REPARACIÓN DIRECTA/ Actuaciones de Policía Judicial/ Orden de registro y allanamiento a casa de habitación es una potestad reglada, no hubo arbitrariedad/ Confirma decisión del a quo que negó pretensiones. 
“Entendiendo entonces que el daño antijurídico es aquel perjuicio causado del cual no se tiene el deber jurídico de soportar, de acreditarse, el Estado deberá ser condenado a indemnizar.

En este caso, la orden de registro y allanamiento a la casa de habitación de los demandantes fue consecuencia de la investigación previa efectuada por la policía judicial.

Como lo consagra el Artículo 200 del Código de Procedimiento Penal, la función de policía judicial consiste en apoyar la investigación penal, y en los términos del Artículo 201 ejusdem, radica entre otras autoridades, en los miembros de la Policía Nacional quienes la ejercen de manera permanente.

Seguidamente los artículos 205 y 206 exhortan para que una vez la policía judicial tenga conocimiento de la posible comisión de un delito proceda de manera inmediata a realizar todos los actos urgentes, entre ellos, la entrevista, la cual se recibirá de acuerdo con las formalidades previstas en la ley.

Por su parte, los artículos 220 y 221 disponen que la diligencia de registro y allanamiento solo podrá surtirse cuando existan motivos razonablemente fundados para establecer con verosimilitud la relación del bien inmueble con el delito investigado. Igualmente, que los motivos fundados deben estar respaldados al menos en un informe de policía judicial o en la declaración de un testigo o informante.

(…) Así las cosas, no se trata de una actividad arbitraria de la policía judicial y de la Fiscalía General de la Nación, sino de una potestad reglada, constitucionalmente válida, según la cual, de encontrarse soporte en la solicitud de diligencia de allanamiento, es procedente dictarla, como efectivamente sucedió.

Como lo ha explicado la jurisprudencia constitucional, el juramento del informante es una solemnidad que le reviste a su declaración la seriedad y confiabilidad necesaria para emitir una orden de allanamiento. De ahí que no puede ligeramente afirmarse que la labor investigativa previa fue precaria por el espacio temporal en que se efectuó: dicho informe tiene como sustento una entrevista (forma prevista en la Constitución y en la ley para recaudar información de la comisión de un delito), según se desprende del Formato FPJ-14 obrante a folio 60 y reverso del cuaderno de pruebas, y adicionalmente, labores de vecindario.

El control de legalidad en relación con la policía judicial se llevó a cabo en primer momento por el Fiscal a cargo (Artículo 212) y posteriormente, sobre la actuación de la policía judicial y de la Fiscalía, por el Juez de Control de Garantías (Artículo 237 CPP). En ambos niveles de control se halló que los procedimientos se ajustaron a la ley”.
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Popayán, treinta y uno de marzo de dos mil catorce     
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M. CONTROL:
REPARACIÓN DIRECTA.
DEMANDANTE:
FILEMÓN SALAZAR GÓMEZ Y OTROS

DEMANDADO:
NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL Y NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.

SENTENCIA Nº. 48/2014.

I-. OBJETO A DECIDIR.

Decide la Sala el recurso de apelación formulado por la parte actora, contra la sentencia Nº. 113 del 26 de agosto de 2013, proferida por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Popayán, mediante la cual denegó las pretensiones de la demanda.

II-. ANTECEDENTES.

2.1.- La demanda.

Los señores FILEMÓN SALAZAR GÓMEZ, TERESA MAMIÁN LÓPEZ, VÍCTOR HUGO BURBANO SÁNCHEZ y MARÍA DEL SOCORRO SÁNCHEZ MAMIÁN en nombre propio y en representación de MABEL ANDREA SALAZAR SÁNCHEZ, por conducto de apoderada judicial instauraron demanda bajo el medio de control de Reparación Directa, para obtener la declaración de responsabilidad administrativa y patrimonial de la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL y de la NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, por los presuntos perjuicios que les fueron ocasionados con la realización de una diligencia de allanamiento el 14 de diciembre de 2010, en su casa de habitación ubicada en la Calle 6 Nº. 30-12 del Barrio San José de esta ciudad.

2.1.1.- Las pretensiones.

Como consecuencia de tal declaración, solicitan a título de indemnización se ordene el reconocimiento de perjuicios morales, el tratamiento psicológico para los demandantes, la publicación en un medio escrito de amplia circulación sobre las circunstancias en las que se realizó el allanamiento, se condene en costas y agencias en derecho y el pago de intereses.

2.1.2.- Los hechos
.

Sintetizando, se expuso en la demanda que el 14 de diciembre de 2010 miembros de la Policía Nacional efectuaron diligencia de registro y allanamiento en la vivienda ubicada en la calle 6 No. 30-12 del Barrio San José de Popayán.

Se indicó que dicha diligencia judicial se ordenó dentro de la investigación penal No. 19-001-60-00602-2010-03157 por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.

Se afirmó que la diligencia tuvo como fundamento probatorio un informe judicial contenido en el Formato FPJ-11 del 13 de diciembre de 2013, con hora de elaboración: las 8 p.m. La información fue suministrada por una persona que pidió reserva de identidad, según Formato de Entrevista FPJ-14 de la misma fecha.

Concluyó que de la lectura del informe judicial y los formatos diligenciados por ellos, la información suministrada tenía inconsistencias; que debió ser verificada a efecto de no causar perjuicios a los actuales demandantes.
2.2.- La contestación de la demanda
.

En síntesis la defensa de la Policía Nacional señaló que no hay lugar a condenar su representada ante la ausencia de una falla en el servicio, dado que su actuar estuvo ceñido a la ley y a los reglamentos, y es obligación de todos los ciudadanos soportar las cargas que el Estado impone, con relación al orden público.

Indicó que en virtud de los mandatos del Artículo 218 Superior, el Artículo 19 de la Ley 062 de 1993, y el Decreto 1355 de 1970 a su representada le asiste el deber de servir como auxiliar de la justicia, poniendo a disposición de la autoridad judicial las informaciones de hechos delictivos. 

Refirió que el informe de policía judicial se efectuó en cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales, precisando que es la autoridad judicial la encargada de determinar su valor probatorio.                              
La Nación- Fiscalía General de la Nación no hizo uso de esta oportunidad procesal.

2.3.- Recuento procesal.

La demanda fue presentada el 28 de noviembre de 2012 –fl. 78-, se admitió el 11 de diciembre siguiente –fl. 113-, se efectuaron las notificaciones de rigor –fl. 119 a 124- y se dio traslado de las excepciones formuladas –fl. 147-.

El 20 de junio de 2013 se llevó a cabo Audiencia Inicial –fl. 150 a 154-, se realizó la Audiencia de Pruebas y se prescindió de la Audiencia de Alegaciones y Juzgamiento, corriendo traslado para alegar de conclusión –fl. 168 a 172-.

III-.    LA PROVIDENCIA APELADA
.
El Juzgado Octavo Administrativo de Popayán en sentencia No. 113 del 26 de agosto de 2013 arribó a la conclusión de que en el asunto no se encuentra demostrada la falla en el servicio invocada por la parte demandante, por cuanto en su consideración, la diligencia de allanamiento y registro se realizó dentro de los márgenes constitucionales y legales, sin uso de la fuerza. 

Argumentó que la diligencia de allanamiento no configuró un daño, sino que fue consecuencia de una actividad normal del Estado en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, a la que todos los ciudadanos están sujetos, conforme a la “Teoría de las cargas públicas”.

IV-. EL RECURSO DE APELACIÓN
.
Dentro del término de ejecutoria de la sentencia de primera instancia la apoderada de la parte actora interpuso recurso de apelación por encontrarse desacorde con la decisión.

V-.  ACTUACIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA.

El recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia se admitió el 27 de septiembre de 2013 –fl. 235 y 236 del Cuaderno Principal No. 1-.

Mediante Auto T- 528 se prescindió de la audiencia de alegaciones y juzgamiento, procediendo a correr traslado para la presentación de alegatos de conclusión –fl. 239 del Cuaderno Principal No. 2-.

La defensa de la Nación- Ministerio de Defensa- Policía Nacional
, solicitó la ratificación de la sentencia de primera instancia, básicamente argumentando que luego de la valoración de las pruebas, se tiene que la diligencia de allanamiento se efectuó conforme a la Constitución y al régimen procesal penal, respetando los derechos humanos de quienes habitan en la residencia.

Afirmó que la diligencia de registro y allanamiento a bienes inmuebles hace parte de las actuaciones del Estado que se deben soportar, en comunión con la teoría de las cargas públicas, siempre y cuando los procedimientos estén ajustados a la legalidad.

Señaló que la Administración de Justicia en desarrollo de sus competencias puede establecer deberes a los particulares para facilitar a las autoridades la labor de preservar el orden público y la convivencia democrática.

Añadió que corresponde a la parte demandante demostrar los actos y hechos jurídicos alegados, de conformidad con el Artículo 177 del C.P.C.

Manifestó que el procedimiento de registro y allanamiento estuvo ajustado a las normas del Código de Procedimiento Penal, artículos 220 a 225, 227 y 237, en cumplimiento de una orden judicial.

Indicó que la declaración jurada de testigo o informante, en tratándose de un registro o allanamiento, cumple la única función de establecer si existen motivos fundados para decretar la diligencia, pero no constituye una prueba de la responsabilidad penal, se limita a direccionar y encauzar la actividad investigativa del Estado.

Así mismo, recordó que la Carta, artículo 250 numerales 2 y 3 faculta a la Fiscalía General de la Nación para adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones y para adoptar medidas de aseguramiento de la cadena de custodia de los materiales probatorios.

Concluyó, que no existe falla en el servicio porque la diligencia de registro y allanamiento se realizó en un inmueble que previamente había sido verificado, y que fue señalado por fuentes humanas como un expendio de alucinógenos. 

La parte apelante
 insistió en que el fallo de primera instancia debe revocarse, para lo cual adujo las siguientes razones:

- Frente a la falla en el servicio, señaló que se configuró por la defectuosa investigación de campo realizada por la policía judicial, que derivó en una orden de registro y allanamiento en la casa de los demandantes.

Afirmó que no cuestiona la legalidad de la diligencia de allanamiento, sino la falla en el servicio, entendida como un funcionamiento defectuoso de la Administración por la equivocación cometida en la investigación de campo realizada por la policía judicial, la cual condujo a la orden de registro.

El error lo traduce en el archivo de la investigación ante la inexistencia del hecho punible, y el daño lo hace consistir en la práctica del allanamiento con fundamento en una precaria labor de policía judicial.

Censuró los argumentos de la sentencia del A quo, considerando que no hacía parte de las cargas públicas de los demandantes soportar, dado que la investigación previa de policía judicial plasmada en el formato FPJ-11 del 13 de diciembre de 2010 llevó a que se ordenara una diligencia de registro y allanamiento a una casa diferente de la señalada por el denunciante, según se desprende de la información plasmada en el formato de entrevista FPJ-14 del 13 de diciembre de 2010.

Manifestó que la noticia criminal fue atendida el 13 de diciembre de 2010 y al día siguiente se llevó a cabo la diligencia de allanamiento, deduciendo por este hecho la precaria labor investigativa de la policía judicial, autoridad que se basó únicamente en las declaraciones del informante. 

Señaló que de haberse realizado una seria investigación previa, la policía judicial habría advertido que el señor Filemón Salazar Gómez y su grupo familiar son personas de intachable comportamiento, y que las descripciones dadas por el informante no coincidían con los habitantes de la casa, y por tanto, la información suministrada no tenía la certeza suficiente para ordenar el registro a la vivienda. Al hacerlo, se transgredieron los derechos fundamentales de los demandantes contenidos en los Artículos 15 y 28 de la Constitución Política.  

- En cuanto al daño sufrido, hizo referencia a los testimonios de los señores NOÉ POTOSÍ FERNÁNDEZ, OLGA CECILIA RODRÍGUEZ, OSCAR GUILLERMO FAJARDO ORDÓÑEZ y HÉCTOR PACHECO CONCHA, para concluir que se demostró la afectación negativa en el ánimo de la familia, en su imagen y buen nombre, por cuanto con el procedimiento referido se generaron rumores, chismes, comentarios.

Solicita que se declare la responsabilidad administrativa de las entidades accionadas.

La Fiscalía General de la Nación no se pronunció.

El Ministerio Público pidió confirmar la sentencia de primera instancia –fl. 255 a 259 del cuaderno principal No. 2-.

VI-.    CONSIDERACIONES.

6.1.- La competencia.

La Sala Oral de este Tribunal es competente para decidir el asunto en SEGUNDA INSTANCIA, al tenor de lo dispuesto en el Artículo 153 de la Ley 1437 de 2011.

6.2. Caducidad.

El Artículo 164, numeral 2, literal i), del CPACA, señala: 

“… la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”.
Como la demanda se interpuso el 28 de noviembre de 2012 –fl. 78 del Cuaderno Principal- y los hechos ocurrieron el 14 de diciembre de 2010, fue presentada dentro del término previsto en el Artículo 164, numeral 2, literal j) de la Ley 1437 de 2011.

6.3.- Problema jurídico.

La apoderada de los accionantes apela la decisión de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda, por considerar que existió una falla en el servicio, por la precaria labor de investigación de la policía judicial, que llevó a la Fiscalía General de la Nación a expedir una orden de registro y allanamiento en la residencia de sus poderdantes, causándoles perjuicios.

La Sala encuentra que en el sub lite no se discute la existencia y legalidad de la diligencia de Registro y Allanamiento, por lo que el problema jurídico a resolver es el siguiente:

¿La Nación- Ministerio de Defensa- Policía Nacional y la Nación- Fiscalía General de la Nación son responsables administrativamente de los perjuicios causados al grupo demandante por haberse llevado a cabo el 14 de diciembre de 2010 diligencia de registro y allanamiento en su casa de habitación, con base en una investigación de campo efectuada el día anterior?

Para resolver el interrogante nos apoyaremos en la ley y en la jurisprudencia del Máximo Tribunal Contencioso Administrativo en relación con los elementos de la responsabilidad del Estado por falla en el servicio, y la jurisprudencia de la Corte Constitucional respecto de la función de la Policía Judicial en el marco de la Ley 906 de 2004.

6.4.- Marco normativo.

6.4.1.- Constitucional.   

ARTICULO   15. 

“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.

En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución.

La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley.

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley”.

ARTICULO  28. 

“Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley.

En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles”.

ARTÍCULO 90:

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 

ARTÍCULO 250:

“La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio.

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá:

…

2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.

3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías para poder proceder a ello.

…

El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. …”

6.4.2.- Legal.        

Ley 906 de 2004.

ARTÍCULO 1: 

“Dignidad humana. Los intervinientes en el proceso penal serán tratados con el respeto debido a la dignidad humana”.

ARTÍCULO  200:

“Órganos.  Modificado por el art. 49, Ley 1142 de 2007. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación realizar la indagación e investigación de los hechos que revistan características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, querella, petición especial o por cualquier otro medio idóneo.

En desarrollo de la función prevista en el inciso anterior a la Fiscalía General de la Nación, por conducto del fiscal director de la investigación, le corresponde la dirección, coordinación, control jurídico y verificación técnico-científica de las actividades que desarrolle la policía judicial, en los términos previstos en este código.

Por policía judicial se entiende la función que cumplen las entidades del Estado para apoyar la investigación penal y, en ejercicio de las mismas, dependen funcionalmente del Fiscal General de la Nación y sus delegados”.

ARTÍCULO 201:

“Órganos de policía judicial permanente. Ejercen permanentemente las funciones de policía judicial los servidores investidos de esa función, pertenecientes al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación, a la Policía Nacional y al Departamento Administrativo de Seguridad, por intermedio de sus dependencias especializadas.

Parágrafo. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros de policía judicial de la Policía Nacional, estas funciones las podrá ejercer la Policía Nacional”.

ARTÍCULO 205: 

“Actividad de policía judicial en la indagación e investigación. Los servidores públicos que, en ejercicio de sus funciones de policía judicial, reciban denuncias, querellas o informes de otra clase, de los cuales se infiera la posible comisión de un delito, realizarán de inmediato todos los actos urgentes, tales como inspección en el lugar del hecho, inspección de cadáver, entrevistas e interrogatorios. Además, identificarán, recogerán, embalarán técnicamente los elementos materiales probatorios y evidencia física y registrarán por escrito, grabación magnetofónica o fonóptica las entrevistas e interrogatorios y se someterán a cadena de custodia. …”

ARTÍCULO 206: 

“Entrevista. Cuando la policía judicial, en desarrollo de su actividad, considere fundadamente que una persona fue víctima o testigo presencial de un delito o que tiene alguna información útil para la indagación o investigación que adelanta, realizará entrevista con ella y, si fuere del caso, le dará la protección necesaria.

La entrevista se efectuará observando las reglas técnicas pertinentes y se emplearán los medios idóneos para registrar los resultados del acto investigativo.

Sin perjuicio de lo anterior, el investigador deberá al menos dejar constancia de sus observaciones en el cuaderno de notas, en relación con el resultado de la entrevista”.

ARTÍCULO 207:

“Programa metodológico. Recibido el informe de que trata el artículo 205, el fiscal encargado de coordinar la investigación dispondrá, si fuere el caso, la ratificación de los actos de investigación y la realización de reunión de trabajo con los miembros de la policía judicial. Si la complejidad del asunto lo amerita, el fiscal dispondrá, previa autorización del jefe de la unidad a que se encuentre adscrito, la ampliación del equipo investigativo.

Durante la sesión de trabajo, el fiscal, con el apoyo de los integrantes de la policía judicial, se trazará un programa metodológico de la investigación, el cual deberá contener la determinación de los objetivos en relación con la naturaleza de la hipótesis delictiva; los criterios para evaluar la información; la delimitación funcional de las tareas que se deban adelantar en procura de los objetivos trazados; los procedimientos de control en el desarrollo de las labores y los recursos de mejoramiento de los resultados obtenidos.

En desarrollo del programa metodológico de la investigación, el fiscal ordenará la realización de todas las actividades que no impliquen restricción a los derechos fundamentales y que sean conducentes al esclarecimiento de los hechos, al descubrimiento de los elementos materiales probatorios y evidencia física, a la individualización de los autores y partícipes del delito, a la evaluación y cuantificación de los daños causados y a la asistencia y protección de las víctimas.

Los actos de investigación de campo y de estudio y análisis de laboratorio serán ejercidos directamente por la policía judicial”.

ARTÍCULO 209:

“Informe de investigador de campo. El informe del investigador de campo tendrá las siguientes características:

a) Descripción clara y precisa de la forma, técnica e instrumentos utilizados en la actividad investigativa a que se refiere el informe;

b) Descripción clara y precisa de los resultados de la actividad investigativa antes mencionada;

c) Relación clara y precisa de los elementos materiales probatorios y evidencia física descubiertos, así como de su recolección, embalaje y sometimiento a cadena de custodia;

d) Acompañará el informe con el registro de las entrevistas e interrogatorios que hubiese realizado”.

ARTÍCULO 212:

“Análisis de la actividad de policía judicial en la indagación e investigación. Examinado el informe de inicio de las labores realizadas por la policía judicial y analizados los primeros hallazgos, si resultare que han sido diligenciadas con desconocimiento de los principios rectores y garantías procesales, el fiscal ordenará el rechazo de esas actuaciones e informará de las irregularidades advertidas a los funcionarios competentes en los ámbitos disciplinario y penal.

En todo caso, dispondrá lo pertinente a los fines de la investigación.

Para cumplir la labor de control de policía judicial en la indagación e investigación, el fiscal dispondrá de acceso ilimitado y en tiempo real, cuando sea posible, a la base de datos de policía judicial”.

ARTÍCULO 212A:

“Protección de testigos en la etapa de indagación e investigación. Sin perjuicio de las reglas generales sobre protección a los testigos contempladas en el Código de Procedimiento Penal, si en la etapa de indagación e investigación la Fiscalía estimare, por las circunstancias del caso, que existe un riesgo cierto para la vida o la integridad física de un testigo o de un perito, de su cónyuge, compañero permanente, o de sus parientes hasta en el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, dispondrá las medidas especiales de protección que resulten adecuadas para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento:

a) Que no conste en los registros de las diligencias su profesión u oficio, domicilio o lugar de trabajo los de sus parientes, cónyuge o compañero permanente;

b) Que su domicilio sea fijado, para notificaciones y citaciones, en la sede de la Fiscalía, debiendo el órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a su destinatario”.

ARTÍCULO 219:

“Procedencia de los registros y allanamientos. El fiscal encargado de la dirección de la investigación, según lo establecido en los artículos siguientes y con el fin de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, imputado o condenado, podrá ordenar el registro y allanamiento de un inmueble, nave o aeronave, el cual será realizado por la policía judicial. Si el registro y allanamiento tiene como finalidad única la captura del indiciado, imputado o condenado, sólo podrá ordenarse en relación con delitos susceptibles de medida de aseguramiento de detención preventiva”.

ARTÍCULO 220:

“Fundamento para la orden de registro y allanamiento. Sólo podrá expedirse una orden de registro y allanamiento cuando existan motivos razonablemente fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos previstos en este código, para concluir que la ocurrencia del delito investigado tiene como probable autor o partícipe al propietario, al simple tenedor del bien por registrar, al que transitoriamente se encontrare en él; o que en su interior se hallan los instrumentos con los que se ha cometido la infracción, o los objetos producto del ilícito”.

ARTÍCULO  221: 

“Respaldo probatorio para los motivos fundados. Los motivos fundados de que trata el artículo anterior deberán ser respaldados, al menos, en informe de policía judicial, declaración jurada de testigo o informante, o en elementos materiales probatorios y evidencia física que establezcan con verosimilitud la vinculación del bien por registrar con el delito investigado.

Cuando se trate de declaración jurada de testigo, el fiscal deberá estar presente con miras a un eventual interrogatorio que le permita apreciar mejor su credibilidad. Si se trata de un informante, la policía judicial deberá precisar al fiscal su identificación y explicar por qué razón le resulta confiable. De todas maneras, los datos del informante serán reservados, inclusive para los efectos de la audiencia ante el juez de control de garantías. 

Cuando los motivos fundados surjan de la presencia de elementos materiales probatorios, tales como evidencia física, vídeos o fotografías fruto de seguimientos pasivos, el fiscal, además de verificar la cadena de custodia, deberá exigir el diligenciamiento de un oficio proforma en donde bajo juramento el funcionario de la policía judicial certifique que ha corroborado la corrección de los procedimientos de recolección, embalaje y conservación de dichos elementos”.

ARTÍCULO  222:

“Alcance de la orden de registro y allanamiento.  Modificado por el art. 14, Ley 1142 de 2007. La orden expedida por el fiscal deberá determinar con precisión los lugares que se van a registrar. Si se trata de edificaciones, naves o aeronaves que dispongan de varias habitaciones o compartimentos, se indicará expresamente cuáles se encuentran comprendidos en la diligencia.

De no ser posible la descripción exacta del lugar o lugares por registrar, el fiscal deberá indicar en la orden los argumentos para que, a pesar de ello, deba procederse al operativo. 

En ninguna circunstancia podrá autorizarse por la Fiscalía General de la Nación el diligenciamiento de órdenes de registro y allanamiento indiscriminados, o en donde de manera global se señale el bien por registrar.

ARTÍCULO 227:

“Acta de la diligencia. En el acta de la diligencia de allanamiento y registro deben identificarse y describirse todas las cosas que hayan sido examinadas o incautadas, el lugar donde fueron encontradas y se dejarán las constancias que soliciten las personas que en ella intervengan. Los propietarios, poseedores o tenedores tendrán derecho a que se les expida copia del acta, si la solicitan”.

ARTÍCULO  237:

“Audiencia de control de legalidad posterior.  Modificado por el art. 16, Ley 1142 de 2007. Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al diligenciamiento de las órdenes de registro y allanamiento, retención de correspondencia, interceptación de comunicaciones o recuperación de información dejada al navegar por internet u otros medios similares, el fiscal comparecerá ante el juez de control de garantías, para que realice la audiencia de revisión de legalidad sobre lo actuado. …”

6.5.- Marco jurisprudencial.

6.5.1.- Los elementos de la responsabilidad del Estado.

El Consejo de Estado tiene sentado que para que el Estado sea hallado responsable patrimonialmente se requiere de la existencia de un daño con la característica de antijurídico, y que el mismo le sea atribuible en alguno de los títulos de imputación
:

“ … De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”
”.

6.5.2.- De la diligencia de allanamiento y registro.         

La Corte Constitucional en la C-673 de 2005 al efectuar el análisis de constitucionalidad del artículo 221 del Código de Procedimiento Penal, precisó:

“… El artículo 221 del nuevo C.P.P. se ubica en el Libro II sobre las “Técnicas de indagación e investigación de la prueba y sistema probatorio”, Título I de “La indagación y la investigación”, Capítulo II referido a “Actuaciones que no requieren autorización judicial previa para su realización”; es decir, aquellas de que trata el segundo numeral del artículo 250 constitucional, mediante el cual se faculta a la Fiscalía General de la Nación para adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptación de comunicaciones, actividades todas ellas sometidas al control posterior del juez de control de garantías, a más tardar dentro de las treinta y seis ( 36 ) horas siguientes.

En tal sentido, el fiscal encargado de la dirección de la investigación, con el fin de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, imputado o condenado, podrá ordenar el allanamiento y registro de un inmueble, nave o aeronave, el cual será realizado por la policía judicial. Para tales efectos, el fiscal podrá expedir una orden de registro y allanamiento cuando existan motivos razonablemente fundados, de acuerdo a los medios cognoscitivos previstos en el código, para concluir que la ocurrencia del delito investigado tiene como probable autor o partícipe al propietario, al simple tenedor del bien por registrar, al que transitoriamente se encontrare en él; o que en su interiores hallan los instrumentos con los que se ha cometido la infracción o los objetos producto del ilícito.

…

Pues bien, los motivos fundados para ordenar un registro y allanamiento, deben encontrarse respaldados, al menos, en informe de policía judicial, declaración jurada de testigo o informante, o en elementos materiales probatorios y evidencia física que establezcan con verosimilitud la vinculación del bien por registrar con el delito investigado. Es decir, la expedición de una orden de registro y allanamiento no queda al arbitrio del fiscal que la ordena, sino que deberá tener un soporte o respaldo al menos en un informe, declaración jurada o elementos materiales probatorios y evidencia física, como garantía de la viabilidad de la diligencia, en los términos determinados por la norma acusada a fin de que el juez pueda acceder a una información que le permita realizar un efectivo control de legalidad.  

…

Así las cosas, la declaración jurada de testigo o informante sirve de respaldo al fiscal para considerar que existen motivos fundados para decretar una orden de allanamiento y registro, encaminada a la obtención de materiales probatorios y evidencia física o la captura del indiciado, imputado o condenado, pero ésta no puede ser considerada como declaración de un testigo de cargo. 

…

Del examen del inciso en estudio puede advertirse, que fue voluntad del legislador revestir de cierta formalidad la declaración que rinde un testigo o informante a fin de que sirva de soporte para el decreto y práctica de un registro y allanamiento; es decir, consideró que para establecer con verosimilitud la vinculación del bien por registrar con el delito investigado, la declaración de testigo o informante debía ser rendida bajo la gravedad del juramento. La exigencia de tal solemnidad es conforme con la Constitución, por cuanto la declaración jurada le imprime seriedad y confiabilidad a la información suministrada por el testigo o informante, con base en la cual el fiscal elaborará un juicio sobre la procedencia de un registro y allanamiento, esto es, sobre la decisión de decretar y practicar  una medida restrictiva del ejercicio de un derecho fundamental, valoración ésta que comprende un juicio fáctico, referido a la apreciación de los elementos materiales probatorios que hacen aconsejable adelantarlo, y un juicio jurídico, centrado en la ponderación de los intereses confrontados, y que son, el respeto por el derecho a la inviolabilidad del domicilio, y por otro, el interés general por la persecución del delito
.

…

Declaración de testigo e informante, que no por el hecho de rendirse bajo juramento se convierte en una prueba, puesto que de acuerdo con el nuevo sistema procesal penal, salvo las excepcionales pruebas anticipadas, prueba es únicamente aquella producida directamente en el curso de un juicio oral, público, concentrado y con todas las garantías, a diferencia de los elementos materiales probatorios y la evidencia física, resultantes de la realización de actos de investigación, tales como la huellas, los rastros, los bienes y otros efectos provenientes de la ejecución de la actividad delictiva, las fotografías y los mensajes de datos, entre otros. 
De tal suerte que la declaración jurada de testigo o informante, para efectos del decreto de un registro y allanamiento, cumple la única labor de servir de soporte para establecer con verosimilitud que existen motivos fundados para decretar una medida restrictiva del derecho a la intimidad, mas no constituye como tal una prueba con respecto a la responsabilidad del imputado. En otros términos, la declaración jurada de testigo o informante, al igual que los demás elementos materiales probatorios y la evidencia física, constituyen tan solo instrumentos para direccional y encausar la actividad investigativa del Estado, mas no se trata de un medio probatorio para establecer la existencia del hecho punible ni el grado de responsabilidad penal del imputado. …”

6.6.- Sub examine.    
La parte apelante solicita que se revoque la sentencia de primera instancia, insistiendo en que se configuró una falla en el servicio por parte de las entidades accionadas, en su apreciación, por la defectuosa investigación de campo que realizó la policía judicial, respaldo de la orden de registro y allanamiento en la casa de habitación del grupo demandante.

Afirmó que la falla en el servicio se configuró por la equivocación cometida en la investigación de campo a cargo de la policía judicial, error que en su apreciación se puso en evidencia cuando se decretó el archivo de las diligencias ante la inexistencia del delito. Igualmente, refiere que el daño se estructuró con la práctica de la diligencia de allanamiento y registro.

Frente a los argumentos de la A quo, considera que no hace parte de las cargas públicas de los demandantes soportar una diligencia que fue producto de una precaria investigación de policía judicial, por cuanto la noticia criminal fue atendida el 13 de diciembre de 2010 y al día siguiente se llevó a cabo el allanamiento con fundamento en declaraciones rendidas por un informante. 

Afirmó que no fue seria la labor investigativa previa, de lo contrario la policía judicial se habría dado cuenta que los demandantes son personas de intachable comportamiento, y que las descripciones dadas por el informante no coincidían con los habitantes de la casa, y por tanto, la información suministrada no tenía la certeza suficiente para ordenar el registro a la vivienda.  

De las presiones efectuadas por la parte apelante resulta claro para la Sala que no se cuestiona la legalidad de la diligencia de allanamiento, sino que persigue la declaratoria de la falla en el servicio del Estado, entendida como un funcionamiento defectuoso en la investigación de campo realizada por la policía judicial, la cual condujo al Fiscal a proferir la orden de registro.

En este contexto, la Sala aborda el análisis para verificar si se reúnen los elementos que permitan atribuir responsabilidad extracontractual al Estado.

a).- Hechos probados.

En la Audiencia Inicial, las partes aceptaron los siguientes:

- El Fiscal de turno (Fiscalía 003 URI) profirió orden de allanar el inmueble ubicado en la Calle 6 No 30-12 del Barrio San José de Popayán.

- El 14 de diciembre de 2010 se llevó a cabo diligencia de allanamiento y registro al inmueble referenciado, con el objeto de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física en relación con la investigación No. 19001 6000 602 2010 03157 por el delito de Fabricación, Tráfico o Porte de Estupefacientes.

- La orden de allanamiento tuvo génesis en un informe de campo de la policía judicial (Policía Nacional) presentado el 13 de diciembre de 2010 con fundamento en la declaración de un informante que pidió reserva de su identidad.

- En la diligencia de registro y allanamiento no se encontró ningún elemento material probatorio relacionado con el delito investigado. Tampoco se materializó ninguna captura.

- Ese mismo día se legalizó la diligencia de allanamiento y registro mediante audiencia reservada ante Juez de Control de Garantías. Las diligencias fueron inmediatamente archivadas por la Fiscalía por “inexistencia del hecho” (copia simple del acta de audiencia ante el Juzgado Primero Penal de Popayán con Función de Control de Garantías -folio 34-, y copia simple de la decisión de archivo de las diligencias firmado por el Fiscal 005 URI -folio 35 y36-).

Del recaudo probatorio en la primera instancia se estableció lo siguiente:

- Miembros de la Policía Nacional practicaron la diligencia de registro y allanamiento, quienes fueron debidamente individualizados por el Jefe de Área de Talento Humano del Departamento de Policía Cauca según oficio S-2013-014178/JEFAD-ARTAH-22 del 9 de julio de 2013 -folios 45 a 48 del C. Pbas-.

- Mediante formato FPJ-14 se plasmó la entrevista hecha al informante, y en el formato FPJ-11 del 13 de diciembre de 2010 se solicitó la orden de registro y allanamiento -folios 58 a 60 del C. Pbas-.

Entendiendo entonces que el daño antijurídico es aquel perjuicio causado del cual no se tiene el deber jurídico de soportar, de acreditarse, el Estado deberá ser condenado a indemnizar.

En este caso, la orden de registro y allanamiento a la casa de habitación de los demandantes fue consecuencia de la investigación previa efectuada por la policía judicial.

Como lo consagra el Artículo 200 del Código de Procedimiento Penal, la función de policía judicial consiste en apoyar la investigación penal, y en los términos del Artículo 201 ejusdem, radica entre otras autoridades, en los miembros de la Policía Nacional quienes la ejercen de manera permanente.

Seguidamente los artículos 205 y 206 exhortan para que una vez la policía judicial tenga conocimiento de la posible comisión de un delito proceda de manera inmediata a realizar todos los actos urgentes, entre ellos, la entrevista, la cual se recibirá de acuerdo con las formalidades previstas en la ley.

Por su parte, los artículos 220 y 221 disponen que la diligencia de registro y allanamiento solo podrá surtirse cuando existan motivos razonablemente fundados para establecer con verosimilitud la relación del bien inmueble con el delito investigado. Igualmente, que los motivos fundados deben estar respaldados al menos en un informe de policía judicial o en la declaración de un testigo o informante.

La Corte Constitucional en la C-673 de 2005 señaló que la declaración jurada del informante sirve de respaldo al fiscal para considerar que existen motivos fundados para decretar una orden de allanamiento y registro, bajo el supuesto de que la formalidad del juramento le reviste de seriedad y confiabilidad:

“… Del examen del inciso en estudio puede advertirse, que fue voluntad del legislador revestir de cierta formalidad la declaración que rinde un testigo o informante a fin de que sirva de soporte para el decreto y práctica de un registro y allanamiento; es decir, consideró que para establecer con verosimilitud la vinculación del bien por registrar con el delito investigado, la declaración de testigo o informante debía ser rendida bajo la gravedad del juramento. La exigencia de tal solemnidad es conforme con la Constitución, por cuanto la declaración jurada le imprime seriedad y confiabilidad a la información suministrada por el testigo o informante, con base en la cual el fiscal elaborará un juicio sobre la procedencia de un registro y allanamiento,…”
Así las cosas, no se trata de una actividad arbitraria de la policía judicial y de la Fiscalía General de la Nación, sino de una potestad reglada, constitucionalmente válida, según la cual, de encontrarse soporte en la solicitud de diligencia de allanamiento, es procedente dictarla, como efectivamente sucedió.

Como lo ha explicado la jurisprudencia constitucional, el juramento del informante es una solemnidad que le reviste a su declaración la seriedad y confiabilidad necesaria para emitir una orden de allanamiento. De ahí que no puede ligeramente afirmarse que la labor investigativa previa fue precaria por el espacio temporal en que se efectuó: dicho informe tiene como sustento una entrevista (forma prevista en la Constitución y en la ley para recaudar información de la comisión de un delito), según se desprende del Formato FPJ-14 obrante a folio 60 y reverso del cuaderno de pruebas, y adicionalmente, labores de vecindario.

El control de legalidad en relación con la policía judicial se llevó a cabo en primer momento por el Fiscal a cargo (Artículo 212) y posteriormente, sobre la actuación de la policía judicial y de la Fiscalía, por el Juez de Control de Garantías (Artículo 237 CPP). En ambos niveles de control se halló que los procedimientos se ajustaron a la ley.

La diligencia de registro y allanamiento de inmuebles es parte de las actuaciones realizadas por el Estado a través de la Fiscalía General de la Nación, las cuales todos los ciudadanos deben soportar de conformidad con la teoría de las cargas públicas. Eso sí, los procedimientos deben observar las formalidades legales, tal y como aconteció en este asunto, al punto que no se pone en tela de juicio la legalidad de la diligencia de allanamiento. 

La circunstancia de que una vez legalizado el procedimiento se ordenara el archivo de las diligencias no significa que la Administración haya incurrido en un yerro, recuérdese que el Artículo 250 Superior faculta a la Fiscalía General de la Nación para adelantar registros, allanamientos y adoptar otras medidas para obtener materiales probatorios. La Corte Constitucional expresó que la declaración de informante sirve de:

“soporte para establecer con verosimilitud que existen motivos fundados para decretar una medida restrictiva del derecho a la intimidad, más no constituye como tal una prueba con respecto a la responsabilidad del imputado. En otros términos, la declaración jurada de testigo o informante, al igual que los demás elementos materiales probatorios y la evidencia física, constituyen tan solo instrumentos para direccionar y encausar la actividad investigativa del Estado, mas no se trata de un medio probatorio para establecer la existencia del hecho punible ni el grado de responsabilidad penal del imputado”

La diligencia de allanamiento se adelanta para obtener elementos probatorios en relación con el delito investigado, de ahí que pueda seguirse o no la actividad penal, por ello, la terminación del proceso no configura per se un error en el procedimiento investigativo.

De lo anterior, colegimos como lo hizo la A quo, que no existe un daño que revista la característica de antijurídico, sino la configuración de una carga pública que todo ciudadano debe soportar en relación con la actividad penal del Estado, en aras de la convivencia, la seguridad y del buen funcionamiento del Estado. La pluricitada diligencia de allanamiento a la casa de los demandantes tuvo génesis en una labor de investigación seria de la policía judicial, se entrevistó a una fuente humana que suministró información bajo la gravedad del juramento, se llevaron a cabo labores de vecindario y se identificó al inmueble, en dicha consideración no hay un daño indemnizable.

Las actuaciones de las entidades demandadas se circunscribieron a su eje obligacional, en ese sentido, ninguna falla en el servicio se ha estructurado. 

Respecto de otros aspectos que hubieren conducido a falla en el servicio no existe prueba en el libelo.  El Código de Procedimiento Civil Art. 177 y concordantes, indica que la carga probatoria incumbe al interesado, por ende, le corresponde al demandante demostrar en forma plena y completa los actos y hechos jurídicos alegados, ya que ninguna de las partes goza en el proceso colombiano de un privilegio especial que permita tener por ciertos los hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que cada una de ellas deberá acreditar sus propias afirmaciones.

Así lo ha repetido el Consejo de Estado, v. gr en Sección Tercera, M.P.: RAMIRO SAAVEDRA BECERRA, 28 de abril de 2005, Radicación: 20001-23-31-000-1998-00304-01(17300), Actor: MARIA MARLENE CARVAJAL CORREA Y OTROS:
"Al respecto, no debe olvidarse que la carga de la prueba es una regla de nuestro derecho probatorio consagrada en el artículo 177 del C. de P. Civil, de acuerdo con el cual "Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen... "; dicho en otras palabras: para lograr que el juez dirima una controversia de manera favorable a las pretensiones, le corresponde al demandante demostrar en forma plena y completa los actos o hechos jurídicos de donde procede el derecho o nace la obligación, máxime si ninguna de las partes goza en el proceso colombiano de un privilegio especial que permita tener por ciertos los hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que cada una de ellas deberá acreditar sus propias aseveraciones.
Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en este sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, debe anotarse que quien presenta la demanda, sabe de antemano cuáles hechos le interesa que aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así sea, más aún tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que solicita sean reconocidos”
6.- De las costas.

El Artículo 188 del CPACA, señala:

“CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.” 

El Artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, dispone:  

“CONDENA EN COSTAS. <Artículo modificado por el artículo 42 de la Ley 794 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya propuesto.

Además, se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio artículo 

2. La condena se hará en la sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a la condena. En la misma providencia se fijará el valor de las agencias en derecho a ser incluidas en la respectiva liquidación.

…

4. Cuando la sentencia de segundo grado revoque totalmente la del inferior, la parte vencida será condenada a pagar las costas de ambas instancias.

…

9. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”

De otra parte, la Corte Constitucional ha explicado que las costas:

“aquella erogación económica que corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso judicial», están conformadas por dos rubros distintos: las expensas y las agencias en derecho. Las primeras corresponden a los gastos surgidos con ocasión del proceso y necesarios para su desarrollo, pero distintos al pago de apoderados. El artículo 393-2 del C.P.C. señala como expensas los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, y hace referencia genérica a todos los gastos surgidos en el curso de aquel. Por su parte, las agencias en derecho no son otra cosa que la compensación por los gastos de apoderamiento en que incurrió la parte vencedora, aún cuando pueden fijarse sin que necesariamente hubiere mediado la intervención directa de un profesional del derecho. No obstante, esos valores son decretados a favor de la parte y no de su representante judicial, sin que deban coincidir con los honorarios pactados entra ésta y aquel”. (Negrilla resalta la Sala).

De acuerdo con lo anterior, la Sala encuentra que las agencias en derecho constituyen la porción de las costas imputables a los gastos de defensa judicial de la parte victoriosa, a cargo de quien pierda el proceso.

Ahora, el Artículo Sexto del Acuerdo No. 1887 de 2003 emanado del Consejo Superior de la Judicatura, autoriza la fijación de agencias en derecho en los asuntos contencioso administrativos, así:

“ARTÍCULO SEXTO. Tarifas. Fijar las siguientes tarifas de agencias en derecho: 

III. CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

(…)

3.1.3. Segunda instancia.

Sin cuantía: Hasta  siete (7) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Con cuantía: Hasta el cinco por ciento (5%) del valor de las pretensiones reconocidas o negadas en la sentencia.

PARAGRAFO.  En los procesos ejecutivos, hasta el cinco por ciento (5%) del valor del pago confirmado o revocado total o parcialmente en la pertinente orden judicial; si, además, la ejecución comprende el cumplimiento de  obligaciones de hacer, se incrementará en un porcentaje igual al que fije el juez.

En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cinco (5) salarios mínimos mensuales legales vigentes. (…)”. (Destacamos).

En virtud de lo anterior, para la condena en costas se deberán atender los elementos objetivos, sin tener en consideración análisis de carácter subjetivo con ocasión a la actuación de la parte. 

Las costas estarán a cargo de la parte vencida, que en este caso resulta ser la parte accionante. Las agencias en derecho se fijan en 0.5% del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. 

Entonces, frente al interrogante:

¿La Nación- Ministerio de Defensa- Policía Nacional y la Nación- Fiscalía General de la Nación son responsables administrativamente de los perjuicios causados al grupo demandante por haberse llevado a cabo el 14 de diciembre de 2010 diligencia de registro y allanamiento en su casa de habitación, con base en una investigación de campo efectuada el día anterior?

La respuesta es negativa, por lo expuesto.

La Sala confirmará la Sentencia No. 113 del 26 de agosto de 2013, proferida por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Popayán, en cuanto negó las pretensiones de la demanda por inexistencia de daño antijurídico.

La decisión que aquí se toma es concordante con lo expresado por la Agente del Ministerio Público –fl. 255 a 259 reverso del cuaderno principal No. 2-.

7.- DECISION.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y, por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- CONFIRMAR la Sentencia No. 113 del 26 de agosto de 2013, proferida por el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Popayán, por las razones expuestas.

SEGUNDO.- CONDENAR en costas a la parte demandante, por lo expuesto.

Se fijan las agencias en derecho en la suma de cero punto cinco por ciento (0.5%) del valor de las pretensiones perseguidas con la demanda.

Por Secretaría liquídense las costas.

TERCERO.- Una vez notificada la sentencia, al tenor del numeral 6 del Artículo 247 de la Ley 1437 de 2011 devuélvase el expediente al juzgado de origen para su obedecimiento y cumplimiento.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,

DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO    NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ
� Fl. 91 y ss del Cuaderno Principal No. 1.


� Folio 125 a 133 del cuaderno principal 1.


�. Folio 205 a 219 del Cuaderno Principal No. 1.


�. Folio 222 a 230 ibídem.





�. Folio 242 a 246 del Cuaderno Principal No. 2.


�. Folio 247 a 252 del Cuaderno Principal No. 2.





� Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Tercera- Sub-Sección C- Consejera Ponente: Olga Mélida Valle de De La Hoz- Radicación número: 18001-23-31-000-1996-09831-01(19388)- Actor: Luz Amanda Escobar y otros- Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional- Referencia: Reparación Directa- Bogotá D.C., 9 de mayo de 2011.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia de 18 de febrero de 2010; Exp. 17885; M.P. Myriam Guerrero de Escobar.





� Carlos Climent Durán, La prueba penal, Valencia, 1999, p. 793.
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